
QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL 

EJERCICIO FISCAL DE 2017, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA CANDELARIA OCHOA ÁVALOS, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

Quien suscribe, María Candelaria Ochoa Ávalos, diputada federal de la LXIII Legislatura, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del pleno de esta asamblea, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 

27 de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2017, al tenor de la siguiente 

Exposición de motivos 

El desarrollo de las sociedades modernas no puede ser entendido sin el uso de combustibles. 

Uno de los más importantes es el gas, tanto licuado de petróleo (LP) como natural. De éste dependen 

actividades como la industria, la movilidad, la electricidad, y una gran cantidad de actividades 

domésticas. 

Por ello, el tener gas a precios acordes a las condiciones económicas de la nación es un imperativo de 

desarrollo. 

Esto cobra mayor importancia considerando la importancia que tiene para el uso doméstico y en ese 

sentido para el bolsillo de las familias mexicanas. 

El mercado de gas sigue siendo dominado por el licuado de petróleo, el cual tiene una participación 

de aproximadamente el 80 por ciento del mercado, principalmente el doméstico, mientras que el de 

gas natural tiene una participación del 20 por ciento restante. 

Esta diferencia se debe principalmente a la diferencia en la infraestructura de distribución, pues en el 

caso del gas LP se realiza mediante cilindros, pipas surtidoras a tanques estacionarios y en terminales 

de distribución para automotores, mientras que el gas natural se distribuye a través de tubería fija 

conectada al consumidor final, lo que implica una mayor inversión en instalación y por tanto su 

penetración ha sido menor. 

Por ello el comportamiento del mercado del gas LP tiene una mayor afectación a las finanzas de las 

familias mexicanas. 

México cuenta con 2 mil 789 estaciones de gas LP para carburación que atienden a 221 mil vehículos; 

además es utilizado por 80 por ciento de la población a nivel nacional para satisfacer sus necesidades 

energéticas, es decir 7 de cada 10 hogares (cerca de 20 millones de casas) utilizan gas LP, lo que 

permite un consumo de 64 kilogramos per cápita, esto convierte a México en uno de los primeros 

lugares en el mundo como consumidor doméstico de gas LP.1 

El gasto promedio mensual en el combustible es de más de un 5 por ciento del ingreso familiar. 

Tomando los datos de 2016, el precio del kilogramo de gas licuado de petróleo fue a final de año de 

13.08 pesos y el salario mínimo se estableció en 73.04 pesos al día. Con estos datos, tenemos que el 

precio del gas LP corresponde al 17.9 por ciento del salario mínimo diario. 



Ahora bien, comparando el aumento al precio del gas en inicio de 2017 que ha fluctuado entre el 15 

y el 30 por ciento de incremento con respecto a 2016, contra el incremento realizado al salario mínimo 

de este año, que fue de 3.4 por ciento, la desproporción es evidente en contra del ingreso de las 

familias. 

El aumento en el gas impacta nos sólo a las familias, también a la cadena de valor de la industria pues 

muchas máquinas y procesos productivos dependen de él. En particular, el sector servicios es uno de 

los principales usuarios de gas LP, pues el 60 por ciento de las empresas del sector lo utilizan como 

insumo.2 

Éste impacto se suma al que está teniendo el aumento en el precio de la gasolina y sin duda se verán 

reflejados en los precios de los productos de consumo, principalmente los de la canasta básica. 

Por ello, se requiere establecer controles sobre el precio del gas LP en función del salario mínimo 

vigente en el país, a fin de proteger las finanzas de las familias mexicanas y a las cadenas de valor. 

Actualmente existe la posibilidad de establecer controles de precios en el mercado de gas LP si las 

condiciones de competencia de este mercado no son óptimas, sin embargo esta consideración es 

insuficiente, pues debido al impacto que este combustible tiene en los hogares mexicanos y en la 

cadena de valor nacional, principalmente de los servicios, se requiere también poder establecer 

controles de precios en caso de amenazar la economía de las familias. 

De no hacerlo así, existe la posibilidad de que el aumento de este energético disminuye el ritmo y 

dinámica económica del país, pues disminuiría la demanda de productos básicos, aumentaría los 

precios de los productos y servicios y en casos extremos podrían presionar a la pequeñas y medianas 

empresas hacia el cierre, lo que redundaría en pérdidas de empleos, aunque sea de manera temporal. 

Por ello, proponemos el siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo Único: Se adiciona un segundo párrafo al artículo 27 de la Ley de Ingresos de la Federación 

para el Ejercicio Fiscal de 2017, para quedar como sigue: 

Artículo 27. ... 

La Comisión Reguladora de Energía podrá establecer la regulación de precios máximos sobre 

gas licuado de petróleo cuando el precio del energético ponga en riesgo manifiesto la economía 

familiar o cuando la proporción del precio kg del energético sea superior al 20 por ciento del 

salario mínimo vigente 

Transitorios 

Primero . El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Notas 

1 http://eleconomista.com.mx/industrias/2016/08/23/mercado-gas-lp-vale-us 8000-millones 



2 http://cidac.org/wp-content/uploads/2015/08/EsPosible-gas-lp-ago7.pdf 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de enero de 2017. 

Diputada María Candelaria Ochoa Ávalos (rúbrica) 

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 73, 89 Y 129 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR EL SENADOR MANUEL CÁRDENAS FONSECA 

El suscrito, Manuel Cárdenas Fonseca, senador de la república sin filiación partidista en la LXIII 

Legislatura, en ejercicio de la facultad que confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 8o., párrafo 1, fracción I, 164, numerales 1 y 2, 169, 

numerales 1 y 4, y 172, numerales 1 y 2, del Reglamento del Senado de la República, y demás 

disposiciones aplicables, somete a consideración de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto 

por el cual se adiciona la fracción XXIX-X al artículo 73, se reforma la fracción VI del artículo 89 y 

se reforma y adiciona el artículo 129 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

con el propósito de definir el concepto y los alcances de la seguridad interior, facultar al Congreso de 

la Unión para legislar en la materia y delimitar la participación extraordinaria de las Fuerzas Armadas 

en estas tareas. 

Exposición de Motivos 

La seguridad es una de las principales preocupaciones en los Estados nacionales. Pero su concepto y 

sus diferentes modalidades varían de país en país y también con el paso del tiempo y el surgimiento 

de nuevas amenazas de diferente índole para las naciones. En ese sentido el concepto de seguridad 

no es algo universal y permanente, sino que responde y las condiciones específicas y necesidades de 

cada país. 

En un sentido amplio, la seguridad implica la ausencia de peligro o riesgo, pero en un sentido estricto 

más estricto estos riesgos se expresan en cuál es su origen y hacia quiénes van dirigidos. Si las 

amenazas son exteriores y ponen en riesgo el Estado, si provienen del interior y van dirigidas a las 

instituciones del Estado o si ponen en riesgo la seguridad de los individuos. 

Por eso hoy se habla de seguridad nacional, seguridad pública, seguridad interior, seguridad humana, 

seguridad democrática, seguridad ambiental y seguridad alimentaria, entre otros. 

En última instancia y más allá de cómo interprete cada país sus conceptos de seguridad, está la 

preocupación de las instituciones que participan en estas tareas y de las garantías que existan de 

absoluto respeto a los derechos de las personas protegidos en sus leyes. La preocupación es que la 

búsqueda de la seguridad se dé con apego a la ley y que no se convierta en pretexto para violentar 

garantías de las personas. 

En México, la creciente participación, en las últimas décadas, de las Fuerzas Armadas en tareas de 

seguridad que se consideran no corresponden a su naturaleza, ni a las atribuciones que le confiere la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, ha abierto un amplio debate sobre la creación 

de un marco jurídico que regule su participación en las tareas de seguridad del país. 

Pero la realidad es que el marco jurídico para la participación de las Fuerzas Armadas ya está 

determinado en diversos artículos de la CPEUM, como el 13, el 16, el 29, el 89 fracción VI y el 129. 

Lo que realmente ha dado pie a confusiones e interpretaciones diversas es la falta de definición de los 



conceptos de seguridad que se establecen en la propia Carta Magna y de las instituciones que deben 

participar en cada una de ellas: seguridad nacional, seguridad pública y seguridad interior. 

Esto ha hecho que en la realidad México viva en un estado de excepción en donde la Defensa, la 

Armada y la Fuerza Aérea participan en funciones de seguridad pública y sustituyen en sus labores 

(que no auxilian) a los cuerpos policiacos de los tres órdenes de gobierno, sin que hayan sido 

declarados los estados de excepción consagrados en el artículo 29 constitucional. 

Ante una legalidad confusa prevalece una realidad fundada en la discrecionalidad y la interpretación 

y no en la certeza jurídica y el estado de derecho, ni para los ciudadanos ni para las instituciones 

participantes. 

Coincido con que debemos regular el marco de actuación de las Fuerzas Armadas en tiempos de paz, 

pero antes, es necesario dar claridad y rumbo a los conceptos de seguridad que operan en nuestro país 

y que hoy son sujeto a diferentes y a veces contradictorias interpretaciones entre estudiosos y aún en 

leyes secundarias, reglamentos, planes nacionales y en resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación. 

Seguridad pública 

Ciertamente, el artículo 21 constitucional da una definición precisa de la seguridad pública en México, 

de sus alcances, de las autoridades responsables y de sus formas de coordinación y del carácter civil 

que la acompaña: 

Artículo 21. Seguridad pública. La seguridad pública es una función a cargo de la federación, el 

Distrito Federal, los estados y los municipios, que comprende la prevención de los delitos; la 

investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las infracciones 

administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución 

señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de 

legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución. 

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El 

Ministerio Público y las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán 

coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad pública y conformarán el Sistema 

Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases mínimas... 

Los mismos preceptos se repiten en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

(LGSSP): 

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo de la federación, el Distrito Federal, los 

estados y los municipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las 

personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención 

especial y general de los delitos, la investigación para hacerla efectiva, la sanción de las 

infracciones administrativas, así como la investigación y la persecución de los delitos y la 

reinserción social del individuo, en términos de esta ley, en las respectivas competencias 

establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El Estado desarrollará políticas en materia de prevención social del delito con carácter integral, 

sobre las causas que generan la comisión de delitos y conductas antisociales, así como programas 



y acciones para fomentar en la sociedad valores culturales y cívicos, que induzcan el respeto a la 

legalidad y a la protección de las víctimas. 

Artículo 6. Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y 

profesional, su actuación se regirá además, por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 

honradez, y respeto a los derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. Deberán fomentar la participación ciudadana y rendir cuentas en términos de 

ley. 

Estas disposiciones legales nos dejan claro que la seguridad pública en México corresponde 

solamente a las autoridades de naturaleza civil y no a autoridades militares. Esto es así no solamente 

porque está expresamente consignado en el artículo 21 constitucional, sino porque las labores de 

prevención, persecución, investigación y sanción de delitos, así como de faltas administrativas son 

competencia de los ministerios públicos y de las policías y no de las Fuerzas Armadas. 

La CPEUM de igual forma faculta al Congreso de la Unión en el artículo 73, fracción XXIII, “para 

expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre la federación, el Distrito Federal, los 

estados y los municipios, así como para establecer y organizar a las instituciones de seguridad pública 

en materia federal, de conformidad con lo establecido en el artículo 21 de esta Constitución”. De esa 

forma se establecen controles y contrapesos de poderes en los alcances de la materia y en la 

integración de los cuerpos de seguridad públicos, que para efectos de la ley deben ser civiles. 

En resumen, la seguridad pública de trata de una responsabilidad del Estado compartida por la 

federación, los estados y los municipios; las autoridades que participan son de naturaleza civil y su 

objetivo salvaguardar y proteger los derechos de las personas, así como preservar las libertades, orden 

y paz públicos. El individuo es el sujeto principal de la seguridad pública, por lo que busca resolver 

problemas entre quienes conforman la sociedad, a través de la impartición de justicia. 

Seguridad nacional 

La seguridad nacional se encuentra referida en el texto constitucional en diversos artículos, como el 

89, fracción VI, que señala como facultad del Presidente de México para preservar; y el 73, fracción 

XXIX-M, que faculta al Congreso de la Unión para legislar en la materia: 

Artículo 89. VI. Preservar la seguridad nacional, en los términos de la ley respectiva, y disponer 

de la totalidad de la Fuerza Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y de la Fuerza 

Aérea para la seguridad interior y defensa exterior de la federación. 

Artículo 73. XXIX-M. Para expedir leyes en materia de seguridad nacional, estableciendo los 

requisitos y límites a las investigaciones correspondientes. 

Pero la definición del concepto mexicano de seguridad nacional no está dada en el texto 

constitucional, sino en la Ley de Seguridad Nacional (LSN), de 2005: 

Artículo 2. Corresponde al titular del Ejecutivo federal la determinación de la política en la materia 

y dictar los lineamientos que permitan articular las acciones de las dependencias que integran el 

Consejo de Seguridad Nacional. 



Artículo 3. Para efectos de esta ley, por seguridad nacional se entienden las acciones destinadas 

de manera inmediata y directa a mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Estado 

Mexicano, que conlleven a 

I. La protección de la nación mexicana frente a las amenazas y riesgos que enfrente nuestro país; 

II. La preservación de la soberanía e independencia nacionales y la defensa del territorio; 

III. El mantenimiento del orden constitucional y el fortalecimiento de las instituciones 

democráticas de gobierno; 

IV. El mantenimiento de la unidad de las partes integrantes de la Federación señaladas en el artículo 

43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

V. La defensa legítima del Estado Mexicano respecto de otros Estados o sujetos de derecho 

internacional; y 

VI. La preservación de la democracia, fundada en el desarrollo económico social y político del 

país y sus habitantes. 

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley, son amenazas a la seguridad nacional 

I. Actos tendentes a consumar espionaje, sabotaje, terrorismo, rebelión, traición a la patria, 

genocidio, en contra de los Estados Unidos Mexicanos dentro del territorio nacional; 

II. Actos de interferencia extranjera en los asuntos nacionales que puedan implicar una afectación 

al Estado mexicano; 

III. Actos que impidan a las autoridades actuar contra la delincuencia organizada; 

IV. Actos tendentes a quebrantar la unidad de las partes integrantes de la federación, señaladas en 

el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

V. Actos tendentes a obstaculizar o bloquear operaciones militares o navales contra la delincuencia 

organizada; 

VI. Actos en contra de la seguridad de la aviación; 

VII. Actos que atenten en contra del personal diplomático; 

VIII. Todo acto tendente a consumar el tráfico ilegal de materiales nucleares, de armas químicas, 

biológicas y convencionales de destrucción masiva; 

IX. Actos ilícitos en contra de la navegación marítima; 

X. Todo acto de financiamiento de acciones y organizaciones terroristas; 

XI. Actos tendentes a obstaculizar o bloquear actividades de inteligencia o contrainteligencia; y 



XII. Actos tendentes a destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico o 

indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos. 

Así, la seguridad nacional tiene un enfoque distinto a la de la seguridad pública. Se entiende como 

una facultad del Ejecutivo federal (no participan directamente otros órdenes de gobierno), su objetivo 

es mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Estado mexicano (que no del gobierno) y 

son varias instituciones las que participan en un Consejo de Seguridad Nacional entre las que se 

encuentran la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), la Secretaría de Marina (Semar), la 

Secretaría de Gobernación (Segob) y el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen), pero 

no participan los gobiernos subnacionales. El objetivo primordial de la seguridad nacional es el 

Estado no el individuo. 

Resulta contrastante el artículo 5 de la LSN, que incorpora como parte de las amenazas a la seguridad 

nacional algunos aspectos que están más bien vinculados a la seguridad interior como la delincuencia 

organizada. En este sentido, tal parece que se interpreta a la seguridad interior como una especie de 

seguridad nacional y que por lo tanto es facultad del titular del Ejecutivo Federal y hace susceptible 

la participación de las Fuerzas Armadas en esas labores de acuerdo con la fracción VI del artículo 89 

constitucional. 

Esta posición se refuerza en el contenido del Programa para la Seguridad Nacional 2014- 2018, donde 

claramente se expresa: “Conforme a la visión del Ejecutivo federal, la política de seguridad nacional 

es multidimensional en la medida en que presta atención integral a las vulnerabilidades, los riesgos y 

las amenazas que impactan directamente sobre el desarrollo del Estado mexicano y la calidad de vida 

de su población, estableciendo un vínculo entre la seguridad, la defensa y el desarrollo en tres 

vertientes: humana, político-militar y económico-ambiental”. 

Este programa, conforme a la visión multidimensional de la seguridad nacional y aprovechando los 

vacíos legales, incorpora a la seguridad interior como parte de la seguridad nacional y va más allá al 

reclasificar delitos y pasarlos de la seguridad pública a una seguridad interior cuya definición no 

existe legalmente en México: “la actuación del crimen organizado en ciertas regiones de nuestro país 

dejó de ser un fenómeno vinculado con el mantenimiento de la seguridad pública, para convertirse en 

un tema de seguridad interior. Esta circunstancia demandó la intervención decidida del gobierno de 

la república en los estados y municipios donde la población y las instituciones de seguridad pública 

locales corrían el riesgo de quedar a merced de los actores armados vinculados con el crimen 

organizado. 

Este programa resulta aún más preocupante cuando hace extensivo su concepto de seguridad interior 

a otras amenazas que son parte de la seguridad pública como los homicidios. Asimismo, incurre en 

contradicciones ya que por un lado señala que: “La seguridad interior y la seguridad pública se 

encuentran ampliamente interrelacionadas y exigen un uso diferenciado del poder del Estado. En el 

primer caso, para hacer frente a riesgos y amenazas que vulneran el orden constitucional y sus 

instituciones fundamentales; en el segundo, para velar por la observancia del estado de derecho y la 

seguridad de los ciudadanos y sus bienes.” Y, por otro lado, define como seguridad interior la 

“condición que proporciona el Estado mexicano para salvaguardar la seguridad de sus ciudadanos y 

el desarrollo nacional mediante el mantenimiento del Estado de Derecho y la gobernabilidad 

democrática en todo el territorio nacional”. 

El programa insiste en la necesidad de que las Fuerzas Armadas participen en tareas de seguridad 

pública y seguridad interior: “Nuestras Fuerzas Armadas poseen características que hacen necesaria 



e indispensable su participación en las operaciones para reducir la violencia y garantizar la paz social 

en regiones específicas del país”. 

Con estos criterios se ampliaría el riesgo de seguir utilizando a las Fuerzas Armadas en tareas que 

hasta hoy no tienen conferidas legalmente, amparados en la interpretación de la fracción VI del 

artículo 89 constitucional que permite al Presidente de la República, sin ningún contrapeso ni freno, 

hacer uso de las Fuerzas Armadas para la defensa exterior y la seguridad interior del país. 

Sin embargo, parece ser que la Suprema Corte de Justicia al resolver sobre la constitucionalidad de 

la participación de las Fuerzas Armadas en la seguridad pública, adoptó un criterio distinto a los de 

los programas de gobierno, ya que vio a la seguridad interior como parte de la seguridad pública, al 

resolver que la fracción VI del artículo 89 constitucional facultaba al presidente para hacer uso de las 

Fuerzas Armadas en la seguridad interior sin necesidad de suspensión de garantías. 

Ejército, Armada y Fuerza Aérea. Su participación en auxilio de las autoridades civiles es 

constitucional (interpretación del artículo 129 de la Constitución). La interpretación histórica, 

armónica y lógica del artículo 129 constitucional, autoriza considerar que las Fuerzas Armadas 

pueden actuar en auxilio de las autoridades civiles, cuando éstas soliciten el apoyo de la fuerza con 

la que disponen. Por esta razón, el instituto armado está constitucionalmente facultado para actuar 

en materias de seguridad pública en auxilio de las autoridades competentes y la participación en el 

Consejo Nacional de Seguridad Pública de los titulares de las Secretarías de la Defensa Nacional 

y de Marina, quienes por disposición de los artículos 29, fracción I, y 30, fracción I, de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal, tienen a su mando al Ejército, Armada y Fuerza 

Aérea, no atenta contra el numeral señalado del código supremo. Además, la fracción VI del 

artículo 89 constitucional faculta al presidente de la República a disponer de dichas fuerzas para la 

seguridad interior. Por estas razones, no es indispensable la declaratoria de suspensión de garantías 

individuales, prevista para situaciones extremas en el artículo 29 constitucional, para que el 

Ejército, Armada y Fuerza Aérea intervengan, ya que la realidad puede generar un sinnúmero de 

situaciones que no justifiquen el estado de emergencia, pero que ante el peligro de que se agudicen, 

sea necesario disponer de la fuerza con que cuenta el Estado mexicano sujetándose a las 

disposiciones constitucionales y legales aplicables.1 

Ejército, Fuerza Aérea y Armada. Si bien pueden participar en acciones civiles en favor de 

la seguridad pública, en situaciones en que no se requiera suspender las garantías, ello debe 

obedecer a la solicitud expresa de las autoridades civiles a las que deberán estar sujetos, con 

estricto acatamiento a la Constitución y a las leyes. Del estudio relacionado de los artículos 16, 

29, 89, fracción VI, y 129, de la Constitución, así como de los antecedentes de este último 

dispositivo, se deduce que al utilizarse la expresión “disciplina militar” no se pretendió determinar 

que las fuerzas militares sólo pudieran actuar, en tiempos de paz, dentro de sus cuarteles y en 

tiempos de guerra, perturbación grave de la paz pública o de cualquier situación que ponga a la 

sociedad en grave peligro o conflicto, fuera de ellos, realizando acciones para superar la situación 

de emergencia, en los términos de la ley que al efecto se emita. Es constitucionalmente posible que 

el Ejército, Fuerza Aérea y Armada en tiempos en que no se haya decretado suspensión de 

garantías, puedan actuar en apoyo de las autoridades civiles en tareas diversas de seguridad pública. 

Pero ello, de ningún modo pueden hacerlo “por sí y ante sí”, sino que es imprescindible que lo 

realicen a solicitud expresa, fundada y motivada, de las autoridades civiles y de que en sus labores 

de apoyo se encuentren subordinados a ellas y, de modo fundamental, al orden jurídico previsto en 

la Constitución, en las leyes que de ella emanen y en los tratados que estén de acuerdo con la 

misma, atento a lo previsto en su artículo 133.2 



Seguridad pública. Su realización presupone el respeto al derecho y en especial de las 

garantías individuales. Del análisis sistemático de los artículos 16, 21, 29, 89, fracción VI, 129 y 

133, de la Constitución, así como 2o., 3o., 5o., 9o., 10, 13 y 15, de la Ley General que establece 

las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 1o., 2o., 3o., 10 y 11, de la 

Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, y 1o., 2o., 9o. y 10, de la Ley Orgánica de 

la Armada de México, se deduce que el Estado mexicano, a través de sus tres niveles de gobierno 

y de todas las autoridades que tengan atribuciones relacionadas, directa o indirectamente, con la 

seguridad pública, deben coadyuvar a lograr los objetivos de ésta, traducidos en libertad, orden y 

paz pública, como condiciones imprescindibles para gozar de las garantías que la Constitución 

reconoce a los gobernados. El examen de los diferentes preceptos citados, con los demás elementos 

que permiten fijar su alcance, lleva a concluir que, jurídicamente, los conceptos de garantías 

individuales y seguridad pública no sólo no se oponen sino se condicionan recíprocamente. No 

tendría razón de ser la seguridad pública si no se buscara con ella crear condiciones adecuadas para 

que los gobernados gocen de sus garantías; de ahí que el Constituyente originario y el poder 

reformador de la Constitución, hayan dado las bases para que equilibradamente y siempre en el 

estricto marco del derecho se puedan prevenir, remediar y eliminar o, al menos disminuir, 

significativamente, situaciones de violencia que como hechos notorios se ejercen en contra de las 

personas en su vida, libertad, posesiones, propiedades y derechos. Por ello sería inadmisible en el 

contexto jurídico constitucional interpretar la seguridad pública como posibilidad de afectar a los 

individuos en sus garantías, lo que daría lugar a acudir a los medios de defensa que la propia 

Constitución prevé para corregir esas desviaciones. Consecuentemente, por el bien de la 

comunidad a la que se debe otorgar la seguridad pública, debe concluirse que resulta inadmisible 

constitucionalmente un criterio que propicie la proliferación y fortalecimiento de fenómenos que 

atenten gravemente contra los integrantes del cuerpo social, así como de cualquier otro que 

favoreciera la arbitrariedad de los órganos del Estado que, so pretexto de la seguridad pública, 

pudieran vulnerar las garantías individuales consagradas en el código supremo. Por tanto, debe 

establecerse el equilibrio entre ambos objetivos: defensa plena de las garantías individuales y 

seguridad pública al servicio de aquéllas. Ello implica el rechazo a interpretaciones ajenas al 

estudio integral del texto constitucional que se traduzca en mayor inseguridad para los gobernados 

o en multiplicación de las arbitrariedades de los gobernantes, en detrimento de la esfera de derecho 

de los gobernados.3 

De estas tesis se desprende que, a diferencia de los programas de gobierno, la SCJN consideró a la 

seguridad interior como una suerte de seguridad pública, si hubieran considerado a la seguridad 

interior como parte de la seguridad nacional, seguramente la resolución hubiese sido que como es 

facultad del titular del Ejecutivo federal esa materia y como puede hacer uso de las Fuerzas Armadas, 

no sería inconstitucional. 

Pese a eso y a que consideró que la falta de definición del concepto de seguridad interior llevó a la 

SCJN a emitir esa jurisprudencia, creo que esta resolución generó un problema mayor para nuestro 

país en varios sentidos: 

Primero, dejó con mayor incertidumbre jurídica sobre la participación de las Fuerzas Armadas en 

tareas no sólo de seguridad interior sino también de seguridad pública. 

Segundo, la interpretación del artículo 129 constitucional contraviene lo que de manera precisa y 

explícita establece el artículo 21 de la misma Carta Magna, en relación a que la seguridad pública es 

una función de los tres órdenes de gobierno llevada a cabo por instituciones civiles. Conforme a esta 

premisa, se rompería con el carácter civil de la seguridad pública y se podría afectar la participación 

de los tres órdenes de gobierno al imponerse, a través de las Fuerzas Armadas, uno de ellos. 



Tercero, la jurisprudencia genera un estado de excepción permanente en el país, sin controles ni sin 

frenos. La facultad del presidente de disponer de las Fuerzas Armadas para la seguridad interior, es 

la única que no está sujeta al control legislativa y puede ser usada, como lo ha venido siendo en la 

historia del país, de manera discrecional para combatir cualquier movimiento o actividad que moleste 

al gobierno y sin tener que suspender garantías. 

De hecho, se ha documentado el uso de las Fuerzas Armadas en distintos periodos presidenciales, 

para finalizar huelgas o someter movimientos sociales y sin declarar suspensión de garantías. 

Curiosamente, la suspensión de garantías consignada en el artículo 29 constitucional, sólo ha sido 

utilizada dos veces desde la promulgación de la constitución en 1917. Como ha señalado Jorge Luis 

Sierra: 

El uso primordial del Ejército lo reducía a ser el último recurso para combatir crisis políticas y sociales 

que, a los ojos del gobierno, amenazaban la seguridad interna del país. Este desarrollo del sistema 

político mexicano fortaleció el control del Ejecutivo federal sobre las Fuerzas Armadas pero debilitó 

en cambio los mecanismos de control legislativo.4 

Cuarto. La jurisprudencia ha contribuido al desmantelamiento de policías locales y municipales que 

han sido sustituidas por las Fuerzas Armadas y por tiempo indefinido, como en el caso de Tamaulipas, 

Veracruz y otros estados. Aunque la jurisprudencia establece que las Fuerzas Armadas actuarán como 

auxiliares de las autoridades civiles competentes y a petición expreso, los hechos nos muestran que 

esto no ha sucedió de esta manera y que las Fuerzas Armadas no han actuado bajo el mando de 

autoridades civiles locales, si más bien las ha sustituido en sus tareas y sin tener plazos de término. 

Esta facultad conferida al presidente de México en la fracción VI del artículo 89 constitucional y la 

interpretación que se ha dado de él, ha permitido que no se haga uso del artículo 29 constitucional 

sobre suspensión de garantías (que tiene controles) y se utilice de manera discrecional para intervenir 

sin restricciones en seguridad interior, en seguridad pública y en cualquier materia que le interese al 

gobierno en turno. 

En estricto sentido, la CPEUM señala de tres tipos de seguridad en el país, que, si bien se encuentran 

vinculadas, son diferentes entre sí, responden a dinámicas distintas, persiguen propósitos distintos y 

cuentan con autoridades responsables específicas. Si esto no fuera así, no habría certidumbre jurídica 

para los habitantes del país. 

En México, la seguridad nacional es de competencia federal y tiene como propósito fundamental la 

protección del Estado y sus instituciones. En diversas leyes y documentos oficiales se extiende la 

cobertura de la seguridad nacional a los temas de seguridad interior y aun a los de seguridad pública. 

Esto ha dado lugar a debates e interpretaciones sobre los límites legales de la participación de las 

Fuerzas Armadas en la seguridad. 

Seguridad Interior 

Aunque la seguridad interior está presente en la CPEUM sólo se encuentra enunciada en la fracción 

VI del artículo 89 que faculta al titular del Ejecutivo federal para “disponer de la totalidad de la Fuerza 

Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea para la seguridad interior”. 

Por lo tanto, no se cuenta con una definición del concepto de seguridad interior, ni existe facultad del 

Congreso de la Unión para legislar en la materia. 



Esa facultad establecida en el artículo 89 constitucional ha estado presente en las constitucionales 

nacionales desde la de 1824 y se ha repetido de manera textual hasta la de 1917. Esto es entendible 

tomando en cuenta que México se abría a la vida independiente y durante prácticamente todo el siglo 

XIX y principios del XX estuvo convulsionado por movimientos internos y por invasiones del 

exterior. 

La seguridad interior era entendida como la posibilidad de que el presidente del país usara las Fuerzas 

Armadas para combatir asonadas, golpes de estado y movimientos contra el Estado o sus 

instituciones. 

En el mundo actual, los Estados tienen que responder a amenazas inéditas hasta hace pocos años, y 

que obligan a cambiar tanto los conceptos que se tienen de seguridad como las formas de operación. 

La aparición y el crecimiento de fenómenos como el crimen organizado, el terrorismo, lo delitos 

cibernéticos, así como los desastres naturales, que tienen gran efecto local y que influyen en la 

seguridad pública y en la seguridad nacional, han hecho necesario plantearse a fondo el concepto 

de seguridad interior. 

Si bien algunos países como los miembros de la Unión Europea han avanzado hacia una política de 

seguridad integral, mantienen la identificación de las materias que corresponden a cada tipo de 

seguridad y privilegian la participación civil en sus operaciones. En particular, la Estrategia de 

Seguridad Interior de la Unión Europea establece cinco objetivos estratégicos con acciones 

específicas que buscar superar los más urgentes retos que enfrentan y estos son: desarticular las redes 

de la delincuencia organizada, prevenir y combatir el terrorismo, aumentar los niveles de los 

ciudadano y las empresas en el ciberespacio; reforzar seguridad a través de gestión de fronteras y 

atención de crisis y catástrofes naturales. 

Otros países, como Argentina, han conceptualizado la noción de seguridad interior conjuntándola con 

la de seguridad pública. Por ello, la Ley de Seguridad Interior de Argentina señala en el artículo 2o.: 

“A los fines de la presente ley se define como seguridad interior a la situación de hecho basada en el 

derecho en la cual se encuentran resguardadas la libertad, la vida y el patrimonio de los habitantes, 

sus derechos y garantías y la plena vigencia de las instituciones del sistema representativo, 

republicano y federal que establece la Constitución nacional”. 

Esta ley también considera la participación de las Fuerzas Armadas en las tareas de seguridad interior, 

pero sólo en casos excepcionales y una vez declarado el estado de sitio, es decir, es un estado de 

excepción como establece el artículo 29 constitucional de México. 

Artículo 31. Sin perjuicio del apoyo establecido en el artículo 27, las Fuerzas Armadas serán 

empleadas en el restablecimiento de la seguridad interior dentro del territorio nacional, en aquellos 

casos excepcionales en que el sistema de seguridad interior descrito en esta ley resulte insuficiente 

a criterio del presidente de la nación para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el 

artículo 2o. 

Artículo 32. A los efectos del artículo anterior el presidente de la nación, en uso de las atribuciones 

contenidas en el artículo 86, inciso 17, de la Constitución nacional, dispondrá el empleo de 

elementos de combate de las Fuerzas Armadas para el restablecimiento de la normal situación de 

seguridad interior, previa declaración del estado de sitio. 

En México son pocas las referencias legales a la seguridad interior, y como hemos señalado algunas 

la identifican como seguridad nacional y otras como seguridad pública. La principal referencia al 



respecto se encuentra en el Código de Justicia Militar que contiene el título séptimo. “Delitos contra 

la seguridad interior de la nación”, entre los que considera la rebelión y la sedición. 

También la referencia a la seguridad interior se encuentra la fracción II del artículo 1 de la Ley 

Orgánica del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos se establece como una de sus misiones “garantizar 

la seguridad interior”, al igual que en el artículo 1 de la Ley Orgánica de la Armada de México que 

señala: “La Armada de México es una institución militar nacional, de carácter permanente, cuya 

misión es emplear el poder naval de la Federación para la defensa exterior y coadyuvar en la seguridad 

interior del país; en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, las leyes que de ella derivan y los tratados internacionales,” Sin embargo, no existe en 

México ninguna disposición legal que establezca lo que es la seguridad interior y la forma en que las 

Fuerzas Armadas podrían participar en estas tareas para cumplir sus objetivos. 

Pero el Programa para la Seguridad Nacional 2014-218 se aventura a dar una definición de seguridad 

interior vinculándola directamente al concepto de seguridad nacional, pero sin determinar sus 

alcances, las materias que contiene y las autoridades responsables: 

De este modo, la seguridad interior debe ser entendida como una función política que, al garantizar 

el orden constitucional y la gobernabilidad democrática, sienta las bases para el desarrollo económico, 

social y cultural de nuestro país, permitiendo así el mejoramiento de las condiciones de vida de su 

población. 

El programa ve como eje de sus acciones a las Fuerzas Armadas: “Nuestras Fuerzas Armadas poseen 

características que hacen necesaria e indispensable su participación en las operaciones para reducir la 

violencia y garantizar la paz social en regiones específicas del país”. 

Por el contrario de lo que manifiesta el Programa de Seguridad Nacional, yo consideró que México 

debe avanzar, como todas las naciones democráticas modernas, en la desmilitarización de los cuerpos 

de seguridad y regular de manera precisa la participación extraordinaria y por tiempo limitado de las 

Fuerzas Armadas en las tareas de seguridad. Las Fuerzas Armadas no deben ser el eje de las acciones 

de seguridad, sino una excepción que entre en operación cuando han sido superadas las fuerzas civiles 

de seguridad y que debe hacerlo por un tiempo limitado por la ley. En estas excepciones, distintas a 

las establecidas en el artículo 29 constitucional, deben actuar como coadyuvantes de las instituciones 

civiles y no como sustitutos y deben hacerlo por un tiempo determinado en la ley, nunca de manera 

permanente. 

Se debe acabar con interpretaciones y ambigüedades definir claramente los límites y los alcances de 

la seguridad nacional, la seguridad interior y la seguridad pública. Es a partir de ahí, de resolver estas 

insuficiencias que dan lugar a múltiples interpretaciones, que nos podemos plantear el definir cuál es 

el papel de las Fuerzas Armadas en la seguridad. 

Sobre el tema, Jorge Carrillo Olea ha señalado: 

Legislar sin resolver antes la ambigüedad conceptual en que operan las Fuerzas Armadas puede ser 

nacionalmente peligroso, al no saberse a ciencia cierta qué tipo de tropas demanda el país ni cuál sería 

el alcance de su misión en el ámbito de la seguridad interior. El riesgo es hacer más rígido, irrevocable, 

su carácter actual de policía suplente. Ya no habría paso atrás; la función policiaca como 

responsabilidad civil se habría extinguido. Los gobernadores aplaudirían. Hacer leyes sin saber hacia 

dónde nos conducen al final sería un paso peligroso. La ambigüedad sobre las Fuerzas Armadas debe 

erradicarse. En el pasado esa indeterminación ha sido cómoda para los presidentes. Las han empleado 



en todo aquello que el poder civil es impotente o insuficiente: actividades de protección civil, 

perseguir guerrillas, reprimir violencia social, enfrentar al narco y ahora someter a la criminalidad 

general que nos ahoga. Los costos para ellas han sido enormes y seguirán creciendo.5 

Para mí, la CPEUM es muy clara y señala de tres tipos de seguridad en el país, que, si bien se 

encuentran vinculadas, son diferentes entre sí, responden a dinámicas distintas, persiguen propósitos 

distintos y cuentan con autoridades responsables específicas. Si esto no fuera así, no habría 

certidumbre jurídica para los habitantes del país. 

La seguridad nacional se refiere a la defensa del Estado y sus instituciones (que no la de los gobiernos) 

y es responsabilidad del titular del Poder Ejecutivo Federal. La seguridad pública se refiere al 

mantenimiento de la paz, la ley y el orden público a través de la impartición de justicia, es 

responsabilidad de los tres órdenes de gobierno y sus instituciones son de carácter civil y profesional. 

En cuanto a la seguridad interior, en donde no contamos con una definición legal, sino simplemente 

con un enunciado, debemos avanzar en la construcción de un concepto moderno que no la identifique 

con seguridad nacional(que daría lugar a una intervención permanente de la federación en las 

entidades federativas y al uso discrecional de facultades del ejecutivo federal) pero tampoco con 

seguridad pública (que restringiría la atención de problemas que su complejidad rebasen la capacidad 

de los cuerpos policiacos locales y municipales, y que podrían tener un impacto negativo sobre las 

instituciones del Estado y la población en general). 

El concepto de seguridad interior debe mantener independencia frente a otros tipos de seguridad, 

pero también reconocer que comprende aspectos de seguridad nacional, y también se conforma de 

materias de seguridad pública vinculadas a delitos. 

La seguridad interior debe ser vista como una función del Estado orientada a identificar, investigar, 

perseguir y sancionar riesgos y amenazas provenientes del interior del país, tales como delincuencia 

organizada, actividades terroristas, problemas migratorios y ataques cibernéticos, entre otros, que por 

las características que adquieran pongan en riesgo la seguridad de la población del país o de una zona 

específica, la sana convivencia democrática y las instituciones de cualquiera de los tres órdenes de 

gobierno. La seguridad interior estará a cargo del titular del Poder Ejecutivo federal, quien se 

coordinará con instituciones locales y municipales para la atención inmediata de amenazas. Los 

cuerpos encargados de la seguridad nacional serán prioritariamente civiles y, en casos de excepción 

y por tiempo limitado, las Fuerzas Armadas podrán participar de manera coadyuvante, en los términos 

que establezca la ley en la materia. 

Las Fuerzas Armadas deben dedicarse a tareas distintas de las de la seguridad pública y la seguridad 

interior. Pero estoy claro que rebasa todas las ideas preconcebidas y nos obliga a actuar en lo 

inmediato. La realidad de México nos dice que tenemos cuerpos policiacos desarticulados en muchas 

partes del país, corrompidos, infiltrados y sin capacidad suficiente para enfrentar amenazas internas 

de gran calado. Nuestra realidad nos dice que nos tomará un tiempo reorganizar y restructurar a las 

policías en México y lograr que operen las reformas de mando mixto policial. Nuestra realidad nos 

dice, que con lo que contamos actualmente para enfrentar estas amenazas a la población y al estado 

de derecho, son las Fuerzas Armadas más allá de los resultados obtenidos en más de una década de 

su presencia en las calles. 

Considero por ello que aprobar una definición clara de la seguridad interior, permitirá normar la 

participación de las Fuerzas Armadas en materia de seguridad, implantar medidas para el 



fortalecimiento de las instituciones civiles de seguridad en los tres órdenes de gobierno y promover 

el regreso ordenado de las Fuerzas Armadas a los cuarteles. 

De igual forma, al normarse el concepto de seguridad interior se podrán incluir temas que vayan 

surgiendo y que hoy no forman parte de la agenda de seguridad nacional y de seguridad pública. 

Con la definición del concepto de seguridad interior, los gobiernos de las entidades federativas 

tendrán que asumir sin pretextos sus responsabilidades en materia de seguridad pública e implementar 

las medidas necesarias en la seguridad interior. 

Pero esta definición de seguridad interior debe atender al menos a tres razones: primero a avanzar 

hacia la desmilitarización de los cuerpos de seguridad en el país; segundo fundarse en la cooperación 

interinstitucional y entre los tres niveles de gobierno aun cuando sea conducida por el Ejecutivo 

federal, y tercero, especificar que las materias que se incluyan no configuran ninguna de las tres 

hipótesis que prevé el artículo 29 constitucional a saber: invasión, perturbación grave de la paz pública 

o cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto. 

Se debe dejar claro que la seguridad pública está a cargo de instituciones exclusivamente civiles como 

lo señala el artículo 21 constitucional. 

Se debe basar en la cooperación interinstitucional y de los tres órdenes de gobierno, ya que aunque 

sea competencia federal, es en las entidades federativas donde se dan las amenazas y se pueden 

prevenir más fácilmente, garantiza un mejor flujo de información y compromete a las entidades 

federativas en el desarrollo de políticas locales de seguridad interior. 

Es necesario también clarificar los límites de la seguridad interior para que no se confunda con los 

estados de excepción establecidos en el artículo 29 constitucional, particularmente en lo que se refiere 

a poner en grave peligro o conflicto a la sociedad. 

Muchos estudiosos y organismos internacionales de derechos humanos consideran que la actuación 

de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad sólo sería justificable si se decretara la suspensión de 

garantías, y eso daría mayor certidumbre jurídica a toda la sociedad porque se sabría qué derechos y 

garantías se suspenden en qué lugar y por cuanto tiempo. Quizás eso evitaría el uso discrecional que 

se da a la fracción VI del artículo 89 constitucional, que, si bien no suspende garantías, si puede ser 

usado con criterios nada transparentes. 

El artículo 29 constitucional tan temido por los gobernantes y la sociedad, sigue aún sin ser 

reglamentado a pesar de que en 2007 como diputado federal presente una iniciativa al respecto y a 

pesar de que la reforma constitucional de 2011 en materia de derechos humanos estableció la 

obligación de expedir una ley en la materia. Estoy de acuerdo que el proyecto de ley reglamentaria es 

perfectible, pero considero que ya es hora que la Cámara de Diputados dictamine el proyecto 

aprobado por el Senado de la República y haga los cambios que considere pertinente. 

Lo importante es salir de la indefinición que existe en México en materia de seguridad, que crea un 

claro distanciamiento entre lo que establecen las leyes y una realidad que se funda débilmente en los 

recovecos legales o lagunas jurídicas o en las lagunas legales. Más allá de las opiniones personales, 

debemos ser capaces de fortalecer el estado de derecho y crear normatividades en materia de 

seguridad que den certidumbre jurídica tanto a todos los ciudadanos como a las instituciones que 

participen. 



Propuestas 

Las propuestas de esta iniciativa con proyecto de decreto parten de cuatro consideraciones 

fundamentales: 

1. México no cuenta con un concepto de seguridad interior que delimite las nuevas amenazas que 

debe enfrentar el país, que establezca autoridades responsables, mecanismos de operación y 

coordinación interinstitucional y de los niveles de gobierno. Un concepto de seguridad nacional 

que señale claramente los asuntos que serán materia de la seguridad interior y que limite la 

participación de las Fuerzas Armadas a casos excepcionales y por tiempo limitado y que sean 

distintos a los que requieren estados de excepción establecidos en el artículo 129 constitucional. 

Con ese propósito se propone adicionar al artículo 129 constitucional con un segundo párrafo para 

definir a la seguridad interior como una función del Estado coordinada por el Ejecutivo federal, 

con la participación de los tres órdenes de gobierno que busca atender las amenazas a la seguridad 

que afecten al país, a sus instituciones y su población. 

2. No hay facultad constitucional para que el Congreso de la Unión expida leyes en materia de 

seguridad interior. 

Con ese propósito se pretende adicionar el artículo 73 constitucional con una nueva fracción 

XXIX-X, que faculte al poder legislativa para expedir la ley en la materia estableciendo sus 

alcances, autoridades responsables y los mecanismos de participación, de manera extraordinaria y 

temporal, de las Fuerzas Armadas en esta tarea. 

En concordancia se propone un segundo transitorio para señalar que el Congreso de la Unión tendrá 

180 días para expedir la Ley de Seguridad Interior, que deberá contener entre otros aspectos la 

organización del Consejo de Seguridad Interior, los mecanismos de coordinación interinstitucional 

y entre los tres órdenes de gobierno y un programa de retorno de las Fuerzas Armadas a sus 

cuarteles. 

3. No hay limitación a la facultad del titular del ejecutivo federal de disponer de la totalidad de las 

Fuerzas Armadas para la seguridad interior del país. Eso da paso a un uso discrecional de la 

facultad y sin límites y de manera extraña no está sujeta a controles del legislativa, cuando si las 

hay para suspender garantías, para declarar la guerra y hasta para nombrar integrantes de las 

Fuerzas Armadas. 

Con ese propósito se propone reformar la fracción VI del artículo 89 constitucional para establecer 

controles en la ley a las facultades del ejecutivo en materia de seguridad interior. 

Desde 1998, en el foro legislativo Constitución y Fuerzas Armadas, realizado en la Cámara de 

Diputados, Porfirio Muñoz Ledo señalaba: 

Se trata de definir con toda precisión el marco de actuación del ejército en tiempos de paz. No es 

posible que la fracción VI del artículo 89, que es empleada con una increíble laxitud, permita al 

poder civil, en cualquier momento y bajo cualquier circunstancia, emplear a las Fuerzas Armadas 

en actividades que no corresponden a su naturaleza. 

Es absolutamente indispensable que el empleo que se ha hecho de las Fuerzas Armadas para 

operaciones contra el narcotráfico, para operaciones de seguridad interna, bajo distintas formas de 



control del territorio y la población, bajo las vías de las instituciones civiles, tenga una clara 

legislación constitucional.6 

4. No hay certidumbre jurídica en la participación de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad 

interior y seguridad pública. Su actuación se funda en una jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que contraviene el contenido del artículo 21 constitucional, derivado de la 

falta de definición de seguridad nacional, seguridad pública y seguridad interior. 

Con este propósito se propone reformar el artículo 129 constitucional para establecer que las Fuerzas 

Armadas en tiempos de paz podrán participar de manera extraordinaria, por tiempo limitado y de 

acuerdo a lo que establezca la ley en la materia en tareas de seguridad interior, así como en labores 

de protección civil que ya se consideran en leyes secundarias. 

Para mayor comprensión y para fines comparativos se presentan en cuadro las reformas planteadas 

respecto a diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 



 



 

Por todo lo expuesto, y con fundamento en las disposiciones invocadas en el proemio, someto a 

consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el cual se reforman y adicionan diversos artículos de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, con el propósito de definir el concepto y los alcances de la seguridad 

interior, facultar al Congreso de la Unión para legislar en la materia y delimitar la participación 

extraordinaria de las Fuerzas Armadas en estas tareas 

Único. Se adiciona una fracción XXIX-X al artículo 73, se reforma la fracción VI del artículo 89, 

se reforma el primer párrafo y se adicionan dos párrafos al artículo 129 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad 

I. a XXIX-W (...) 

XXIX-X. Para expedir leyes en materia de seguridad interior, estableciendo sus alcances, 

autoridades responsables y los mecanismos de participación, de manera extraordinaria y 

temporal, de las Fuerzas Armadas en esta tarea; 

XXX. (...) 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del presidente son las siguientes: 

I. a V. (...) 

VI. Preservar la seguridad nacional, en los términos de la ley respectiva, y disponer de la totalidad 

de la Fuerza Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea para la 

seguridad interior y defensa exterior de la Federación, de acuerdo a las leyes en la materia. 

VII. a XX. (...) 

Artículo 129. En tiempo de paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más funciones que las que 

tengan exacta conexión con la disciplina militar; las que realicen de manera temporal en auxilio 

de la población civil ante emergencias y desastres naturales y las que lleven a cabo de manera 

extraordinaria y por tiempo limitado para la seguridad interior del país, de acuerdo con lo que 

establezca la ley en la materia.Solamente habrá Comandancias Militares fijas y permanentes en los 



castillos, fortalezas y almacenes que dependan inmediatamente del Gobierno de la Unión; o en los 

campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera de las poblaciones, estableciere para la estación de las 

tropas. 

La seguridad interior es la función del Estado orientada a identificar, investigar, perseguir y 

sancionar riesgos y amenazas provenientes del interior del país, tales como delincuencia 

organizada, actividades terroristas, problemas migratorios y ataques cibernéticos, entre otros, 

que por sus características y los alcances que tengan, pongan en riesgo la seguridad de la 

población del país o de una zona específica, la sana convivencia democrática y las instituciones 

de cualquiera de los tres órdenes de gobierno. 

La seguridad interior estará a cargo del titular del Poder Ejecutivo federal, quien se coordinará 

con instituciones locales y municipales para la atención inmediata de amenazas. Los cuerpos 

encargados de la seguridad nacional serán prioritariamente civiles y, en casos de excepción y 

por tiempo limitado, las Fuerzas Armadas podrán participar de manera coadyuvante, en los 

términos que establezca la ley en la materia. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación el Diario Oficial 

de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley de Seguridad Interior a más tardar 180 días 

después de la publicación de este decreto en el Diario Oficial de la Federación. Esta ley deberá 

contener entre otros aspectos la organización del Consejo de Seguridad Interior, los mecanismos de 

coordinación interinstitucional y entre los tres órdenes de gobierno y un programa de retorno de las 

Fuerzas Armadas a sus cuarteles. 

Notas 

1 Acción de inconstitucionalidad 1/96. Leonel Godoy Rangel y otros, 5 de marzo de 1996. Once votos. Ponente: 

Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Mercedes Rodarte Magdaleno. Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, tomo XI, abril de 2000, tesis P./J. 38/2000, página 549. 

2 Acción de inconstitucionalidad 1/96. Leonel Godoy Rangel y otros, 5 de marzo de 1996. Once votos. Ponente: 

Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Mercedes Rodarte Magdaleno. Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, tomo XI, abril de 2000, tesis P./J. 36/2000, página 552. 

3 Acción de inconstitucionalidad 1/96. Leonel Godoy Rangel y otros, 5 de marzo de 1996. Once votos. Ponente: 

Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Mercedes Rodarte Magdaleno. Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, tomo XI, abril de 2000, tesis P./J., 35/2000, página 557. 

4 Sierra Guzmán, Jorge Luis, y otros. El Ejército y la Constitución mexicana, México, Plaza y Valdés, 1999, 

página 10. 

5 Carrillo Olea, Jorge (2015). “La legislación militar reclamada”, en La Jornada, Opinión, México, viernes 31 

de julio de 2015. 

6 Muñoz Ledo, Porfirio. “Hacia un marco constitucional de la actuación del Ejército en tiempos de paz”, en El 

Ejército y la Constitución mexicana, México, Plaza y Valdés, 1999, páginas 21 y 22. 



Sede de la Comisión Permanente, a 25 de enero de 2017. 

Senador Manuel Cárdenas Fonseca (rúbrica) 

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 201 Y 205 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL Y 196 DE LA LEY 

DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, 

SUSCRITA POR LA SENADORA MARÍA CRISTINA DÍAZ SALAZAR, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PRI 

Quien suscribe, Cristina Díaz Salazar, senadora de la República, integrante del Grupo Parlamentario 

del Partido Revolucionario Institucional en la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, 

con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en los artículos 8, numeral 1, fracción I; 164, numerales 1 y 2; 169 y demás 

relativos del Reglamento del Senado de la República, somete a la consideración de esta asamblea la 

presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 201 y 205 de la Ley 

del Seguro Social y la fracción IV del artículo 196 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado, para garantizar la igualdad entre hombres y mujeres en el 

acceso al servicio de guarderías infantiles. Esto, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Las guarderías o estancias infantiles son servicios de seguridad social para los trabajadores que tienen 

como propósito atender, cuidar y garantizar el desarrollo integral de los hijos del trabajador durante 

el tiempo de su ocupación laboral. Su principal objetivo “es completar adecuadamente los cuidados 

que el niño recibe en el medio familiar”1 . Asimismo, las guarderías o estancias son espacios que 

históricamente han facilitado –y aún facilitan– el proceso de inclusión laboral de las mujeres. 

Su importancia es tal, que dicho beneficio social se ha consagrado expresamente en los Apartados A 

y B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Para los efectos de 

la presente Iniciativa solo se analiza lo referente al Apartado A, las disposiciones constitucionales en 

referencia establecen lo siguiente: 

Artículo 123. ... 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el 

trabajo, las cuales regirán: 

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo 

contrato de trabajo: 

... 

XXIX. Es utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, 

de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios 

de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, 

campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares. 

... 



En este sentido, tenemos que las guarderías infantiles están contempladas constitucionalmente en el 

régimen de seguridad social de nuestro país y, además de ello, el servicio de guarderías es tan esencial 

para el desarrollo infantil y para las esferas familiar, social y económica, que en el Artículo 18, 

numeral 3, de la Convención sobre los Derechos del Niño se prescribió que “Los Estados Partes (entre 

ellos el Estado mexicano) adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres 

trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que 

reúnan las condiciones requeridas”. En esta misma sintonía, el Congreso de la Unión ha emitido 

legislaciones que, inclusive fuera del ámbito de seguridad social, tienen estrecha relación con la 

protección de niños privados de cuidado parental o familiar por parte de instituciones públicas, 

privadas y mixtas; ejemplo de ello es la Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, 

Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, y la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes que contempla un capítulo completo sobre este tópico (De los Centros de Asistencia 

Social). 

Teniendo clara la importancia que, tanto a nivel internacional como nacional, se le ha dado a los 

servicios de guardería y cuidado de niños, volvemos al ámbito de seguridad social con el fin de 

especificar el marco jurídico en relación con las personas que son beneficiarias a la prestación social 

de guarderías. 

Para ello, el artículo 171 de la Ley Federal de Trabajo se establece que los “servicios de guardería 

infantil se prestarán por el Instituto Mexicano del Seguro Social, de conformidad con su Ley y 

disposiciones reglamentarias”. En ese sentido, nos remitimos a la Ley del Seguro Social en donde se 

regula específicamente el servicio de guarderías y, entre otras disposiciones, se establecen las 

siguientes: 

Artículo 201. El ramo de guarderías cubre el riesgo de no poder proporcionar cuidados durante la 

jornada de trabajo a sus hijos en la primera infancia, de la mujer trabajadora, del trabajador 

viudo o divorciado o de aquél al que judicialmente se le hubiera confiado la custodia de sus 

hijos, mediante el otorgamiento de las prestaciones establecidas en este capítulo. 

Este beneficio se podrá extender a los asegurados que por resolución judicial ejerzan la patria 

potestad y la custodia de un menor, siempre y cuando estén vigentes en sus derechos ante el 

Instituto y no puedan proporcionar la atención y cuidados al menor. 

El servicio de guardería se proporcionará en el turno matutino y vespertino pudiendo tener acceso 

a alguno de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea nocturna. 

Artículo 205. Las madres aseguradas, los viudos, divorciados o los que judicialmente 

conserven la custodia de sus hijos, mientras no contraigan nuevamente matrimonio o se unan 

en concubinato, tendrán derecho a los servicios de guardería, durante las horas de su jornada de 

trabajo, en la forma y términos establecidos en esta ley y en el reglamento relativo. 

El servicio de guarderías se proporcionará en el turno matutino y vespertino, pudiendo tener acceso 

a alguno de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea nocturna. 

Con base en las disposiciones transcritas, es claro que el servicio de guardería que presta el Instituto 

Mexicano del Seguro Social (IMSS) está enfocado en las mujeres trabajadoras aseguradas en general 

y, de manera reduccionista, se presta a los hombres, pero siempre y cuando actualicen las hipótesis 

normativas ahí descritas y que no se les pide a las mujeres, como el ser viudo o estar divorciado. Así 

pues, se deduce una diferenciación legal entre hombres y mujeres aseguradas para ser beneficiarios 



del servicio de guarderías, que se explica por una asignación de roles, basada en estereotipos de 

género, en la que se asigna a la mujer predeterminadamente un rol de cuidado en el hogar y de los 

hijos, mientras que al hombre se le otorga un rol de proveedor económico. 

Ante esta situación, la suscrita considera absolutamente injustificada la diferenciación legal que hay 

entre hombres y mujeres para el otorgamiento del servicio de guarderías, pues no se encuentra una 

causa razonable para ello y, por el contrario: 

a) Se discrimina y perjudica sistemáticamente a los hombres en el ejercicio de sus derechos a la 

seguridad social, a la igualdad y a la no discriminación, y se les asigna erróneamente un rol 

exclusivo como proveedores económicos del hogar. Así pues, las disposiciones de la Ley del 

Seguro Social antes citadas son incompatibles con el marco garantista dispuesto en los artículos 1 

y 2 de la Constitución Federal en el sentido de que no puede haber discriminaciones motivadas por 

el género, y que el varón y la mujer deben ser iguales ante la ley. Esto, relacionado con el hecho 

de que no se actualiza ninguna justificación que amerite acciones afirmativas o medidas especiales 

al respecto; 

b) Se asigna erróneamente un estereotipo de que las mujeres asumen exclusivamente el rol de 

cuidadoras del hogar y de los hijos, lo que lejos de reivindicarlas positivamente en el ejercicio de 

derechos como la libertad de trabajo, las mantiene subyugadas en el ámbito económico y laboral. 

Esta asignación se expresa específicamente en el Artículo 205 al condicionar el acceso al servicio 

de guarderías a los hombres asegurados viudos, divorciados o con la custodia legal de los hijos, 

siempre y cuando “no contraigan nuevamente matrimonio o se unan en concubinato”, y 

c) Se facilita la obstaculización del derecho de los niños a beneficiarse de los servicios de 

guarderías al haber hipótesis jurídicas no contempladas por la Ley para ciertos asegurados, como 

lo puede ser el de aquellos infantes cuyos padres son trabajadores asegurados y sus madres son 

trabajadoras informales. 

Como sustento de los anteriores razonamientos, el 29 de mayo de 2016 la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación resolvió el amparo en revisión 59/20162 mediante el cual estimó la 

inconstitucionalidad de los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social y, entre otros argumentos, 

esgrimió los siguientes: 

...el Estado está obligado garantizar, a través de la ley, igualdad de condiciones para que ambos 

padres (corresponsabilidad) puedan contribuir en el pleno desarrollo de la familia, velando siempre 

el interés superior del menor. Máxime, si se toma en cuenta que los niños tienen derecho humano 

a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para 

su desarrollo integral, en términos de lo que dispone el artículo 4o. constitucional. 

Es por ello, que esta sala considera que el hombre, al igual que la mujer, tiene derecho a acceder 

al servicio de guardería que, en su carácter de aseguradas, el Instituto les presta en forma 

amplia a ellas; pues no existe ninguna justificación legal, constitucional ni convencional que 

los prive de obtenerlo en igualdad de condiciones, en la medida de que ambos son iguales ante 

la ley. 

Si bien, de acuerdo a la exposición de motivos de la Ley del Seguro Social, el servicio de guarderías 

originalmente fue concebido con la finalidad de que la mujer pudiera acceder con facilidad a la 

vida económica y laboral, una vez que dieran a luz a sus hijos (otorgándoles dicha prestación a 

partir de los 43 días de nacimiento del menor); lo cierto es, en la actualidad los roles del cuidado y 



desarrollo del menor no son tarea exclusiva de éstas, en la medida de que el hombre también se 

encuentra vinculado al cuidado de sus hijos, razón por la que éste debe ser tratado en igualdad de 

circunstancias. Por tanto, no existe razón alguna para que se obstaculice o limite su derecho a 

obtener el beneficio de las guarderías en las mismas condiciones en las que se brinda a las mujeres. 

... 

Por lo anterior, no existe justificación constitucional para que al hombre asegurado por el 

Instituto Mexicano del Seguro Social le sea limitado el servicio de la guardería, a través de 

ciertos requisitos extraordinarios (viudez, divorcio y el ejercicio de la custodia y patria 

potestad judicial del menor), que no son exigidos a las mujeres; debido a que este beneficio no 

es exclusivo de ellas. 

Finalmente, como consecuencia de lo anterior, se considera que se violan los derechos de la niñez 

y el interés superior del menor, al privarlos del acceso al servicio de guardería que otorga el 

Instituto Mexicano del Seguro Social a través de su padre y limitarlo en forma discriminatoria 

únicamente a las mujeres aseguradas. 

Ello es así, puesto que los niños, en términos del artículo 4o. de la Constitución Federal tienen 

derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 

esparcimiento para su desarrollo integral. Por su parte, el deber de protección de los menores 

corresponde a ambos padres por igual; es decir, en un ámbito de corresponsabilidad equitativa; lo 

cual, conlleva a la necesidad de que el hombre pueda ver satisfecho su interés de cuidado y 

desarrollo del menor, a través del beneficio de la guardería. 

... 

Ante esta situación, y convencida de que la familia es el grupo fundamental de la sociedad y el medio 

natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros (en particular de los niños), es 

sumamente importante que los padres de familia asegurados por el IMSS reciban la asistencia 

necesaria en materia de guarderías para poder asumir plenamente sus responsabilidades tanto dentro 

de su comunidad como en su núcleo familiar. Con este convencimiento, en la presente Iniciativa se 

pretende: 

1. Reformar los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social para garantizar la igualdad formal 

entre hombres y mujeres asegurados en el IMSS, respecto al acceso del servicio de guarderías, de 

la siguiente forma: 

Artículo 201. El ramo de guarderías cubre el riesgo de que los trabajadores y trabajadoras no 

puedan poder proporcionar cuidados durante la jornada de trabajo a sus hijos en la primera infancia, 

de la mujer trabajadora, del trabajador viudo o divorciado o de aquél al que judicialmente se le 

hubiera confiado la custodia de sus hijos, mediante el otorgamiento de las prestaciones establecidas 

en este capítulo. 

Este beneficio se podrá extender a los asegurados que por resolución judicial ejerzan la patria 

potestad y la custodia de un menor, siempre y cuando estén vigentes en sus derechos ante el 

Instituto y no puedan proporcionar la atención y cuidados al menor. 

El servicio de guardería se proporcionará en el turno matutino y vespertino pudiendo tener acceso 

a alguno de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea nocturna. 



Artículo 205. Las madres y los padres asegurados, los viudos, divorciados o quienes los que 

judicialmente ejerzan la patria potestad y conserven la custodia de un menor sus hijos, mientras 

no contraigan nuevamente matrimonio o se unan en concubinato, tendrán derecho a los servicios 

de guardería, durante las horas de su jornada de trabajo, en la forma y términos establecidos en 

esta Ley y en el reglamento relativo. 

El servicio de guarderías se proporcionará en el turno matutino y vespertino, pudiendo tener acceso 

a alguno de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea nocturna. 

2. Ordenar al IMSS, mediante un artículo transitorio, que modifique el Reglamento para la 

Prestación de los Servicios de Guardería del IMSS, la Norma que establece las disposiciones para 

el Servicio de Guardería del Instituto Mexicano del Seguro Social, así como las demás 

disposiciones reglamentarias e internas que debieran ser modificadas en relación con los sujetos 

beneficiados del servicio de guardería en el marco de la Ley del Seguro Social. 

3. Reformar la fracción IV del artículo 196 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

de los Trabajadores del Estado, respecto a la prestación de servicio de guarderías, de la siguiente 

forma: 

Artículo 196. Para los efectos del artículo anterior, el Instituto, de acuerdo con las posibilidades 

financieras del Fondo de servicios sociales y culturales, proporcionará a precios módicos los 

servicios sociales siguientes: 

... 

IV. Servicio de atención para el bienestar y desarrollo infantil. 

Este servicio se prestará a las madres y padres trabajadores, en los términos del reglamento 

respectivo. 

4. Ordenar al ISSSTE, mediante un artículo transitorio, que modifique el Reglamento de los 

Servicios de Atención para el Bienestar y Desarrollo Infantil, la Norma que establece las 

disposiciones para el Servicio de Guardería, así como las demás disposiciones reglamentarias e 

internas que debieran ser modificadas con relación a los sujetos beneficiados del servicio de 

guardería en el marco de esta ley. 

Por lo expuesto, con el propósito de que el Congreso de la Unión garantice la igualdad entre hombres 

y mujeres en el acceso al servicio de guarderías infantiles y, con ello, proteger los derechos de 

seguridad social de los hombres y fortalecer el derecho de los niños a beneficiarse de los servicios de 

guarderías, se presenta ante esta H. Soberanía, el siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo Primero. Se reforman los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, para quedar 

como sigue: 

Artículo 201. El ramo de guarderías cubre el riesgo de que los trabajadores no puedan proporcionar 

cuidados durante la jornada de trabajo a sus hijos en la primera infancia, mediante el otorgamiento de 

las prestaciones establecidas en este capítulo. 



Este beneficio se podrá extender a los asegurados que por resolución judicial ejerzan la patria potestad 

y la custodia de un menor, siempre y cuando estén vigentes en sus derechos ante el Instituto y no 

puedan proporcionar la atención y cuidados al menor. 

El servicio de guardería se proporcionará en el turno matutino y vespertino pudiendo tener acceso a 

alguno de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea nocturna. 

Artículo 205. Las madres y los padres asegurados o quienes judicialmente ejerzan la patria potestad 

y la custodia de un menor, tendrán derecho a los servicios de guardería, durante las horas de su jornada 

de trabajo, en la forma y términos establecidos en esta Ley y en el reglamento relativo. 

El servicio de guarderías se proporcionará en el turno matutino y vespertino, pudiendo tener acceso 

a alguno de estos turnos, el hijo del trabajador cuya jornada de labores sea nocturna. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. En un plazo que no excederá los noventa días a partir de la entrada en vigor de 

este decreto, y de conformidad con las atribuciones señaladas en la Ley del Seguro Social y en el 

Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto Mexicano del Seguro 

Social deberá modificar el Reglamento para la Prestación de los Servicios de Guardería del IMSS, la 

Norma que Establece las Disposiciones para el Servicio de Guardería del Instituto Mexicano del 

Seguro Social, y todas las demás disposiciones generales que impidan el acceso al servicio de 

guarderías en el marco de igualdad que establece el presente Decreto. 

Artículo Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Artículo Segundo. Se reforma la fracción IV del artículo 196 de la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para quedar como sigue: 

... 

IV. Servicios de atención para el bienestar y desarrollo infantil. 

Este servicio se prestará a las madres y padres trabajadores, en los términos del reglamento 

respectivo. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. En un plazo que no excederá los noventa días a partir de la entrada en vigor de 

este decreto, y de conformidad con las atribuciones señaladas en la Ley del Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y del Reglamento de los Servicios de Atención para 

el Bienestar y Desarrollo Infantil, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 



del Estado deberá modificar su reglamento y todas las demás disposiciones generales que impidan el 

acceso al servicio de guarderías en el marco de igualdad que establece el presente decreto. 

Artículo Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Notas 

1 Organización Mundial de la Salud (OMS). El cuidado del niño en las guarderías, en Cuadernos de Salud 

Pública número 24. Suiza, (1965), pág. 9. Disponible en: 

http://apps.who.int/iris/bitstream/10665/41458/1/WHO_PHP _24_(part1)_spa.pdf. 

2 Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Amparo en revisión 59/2016. Ministra ponente 

Margarita B. Luna Ramos, secretaria Guadalupe M. Ortiz Blanco. Disponible en: 

https://www.scjn.gob.mx/segundasala/asuntos%20lista%20of icial/AR-592016.pdf. 

Para su información sintetizada, véase el comunicado de prensa No. 122/2016, Segunda Sala declara 

inconstitucionales artículos de la Ley del Seguro Social y del Reglamento para la Prestación de los Servicios 

de Guardería del IMMS, del 29 de junio de 2016, disponible en: 

http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/. 

Dado en el salón de pleno de la Comisión Permanente del honorable Congreso de la Unión, a 25 de 

enero de 2017. 

Senadora Cristina Díaz Salazar (rúbrica) 

 


